El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 20 de septiembre de 2018

Proceso:

Acción de Tutela – 

Radicación Nro. :
66001-31-18-002-2018-00143-01
Accionante: 

Claudia Marcela Trejos Rojas

Accionada:

La Previsora SA Compañía de Seguros.

Magistrado Ponente: 
Claudia María Arcila Ríos

Temas: 


DEBIDO PROCESO/ PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA/ RECONOCIMIENTO INDEMNIZACIÓN POR MUERTE Y GASTOS FUNERARIOS –Requisitos-/ ACREDITACIÓN UNIÓN MARITAL DE HECHO/ SUBSIDIARIEDAD/ EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL PARA HACER VALER EL DERECHO / PERJUICIO IRREMEDIABLE –No se probó- CONFIRMA
Surge de las anteriores pruebas que en este caso existe un debate  sobre la aplicación normativa que regula lo relacionado con los medios de prueba necesarios para demostrar la unión marital de hecho, a efecto de obtener el pago de la indemnización derivada del citado contrato de seguro. 

En estas condiciones no es la acción de tutela el medio para dirimir esa clase de controversia pues ello compete al juez ordinario, al que se debe acudir por intermedio del correspondiente proceso verbal.

(…)
En este caso no surge la evidencia de una amenaza que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras la jurisdicción ordinaria se pronuncia al respecto, porque ningún hecho se relató en la demanda que permita deducir circunstancia como esa.

(…)
Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se modificará para declarar improcedente el amparo, ya que en este caso no se superaron los requisitos de procedibilidad, y por tanto no se podía negar por improcedente tal como lo declaró el juzgado de primera instancia.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, septiembre veinte (20) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 360 del 20 de septiembre de 2018

Expediente No. 66001-31-18-002-2018-00143-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 13 de agosto último, en la acción de tutela que promovió la señora Claudia Marcela Trejos Rojas contra La Previsora SA Compañía de Seguros.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 10 de febrero de este año ocurrió un accidente de tránsito en la vía que conduce de Dosquebradas a Chinchiná, en el que  falleció el joven Jhon Steven Valencia Ospina, quien conducía la motocicleta de placas TVQ-02D, con SOAT No. AT13241508004323639000, expedido por La Previsora.

1.2 Con fundamento en esa póliza, el 22 de marzo siguiente presentó reclamación ante la aseguradora con el fin de obtener se le reconociera la cobertura por muerte y gastos funerarios, en calidad de compañera permanente del occiso.

1.3 La accionada le solicitó entonces acreditar esa calidad con “acta de conciliación extraprocesal o escritura pública, en el caso de compañero(a) permanente donde se hayan (sic) expresado su voluntad”.

1.4 En el concepto 2017133645 del 18 de diciembre de 2017, la Superintendencia Financiera de Colombia, con fundamento en  precedente de la Corte Constitucional, determinó que el compañero permanente goza plena libertad probatoria para demostrar su calidad de beneficiario de la indemnización por muerte y gastos funerarios amparados por el SOAT.
1.5 Con sustento en lo anterior, el 2 de mayo pasado formuló reconsideración ante La Previsora y en subsidio pidió remitir el caso al Protector del Consumidor Financiero.
1.6 Mediante oficio del 22 del citado mes, la demandada reiteró lo relativo a la necesidad de demostrar la existencia de la unión marital de hecho con unas pruebas específicas, es decir que exige una tarifa legal no contemplada en el ordenamiento jurídico y  desconoce la libertad probatoria a que hace referencia la Superintendencia Financiera.
1.7 El 29 siguiente, el Defensor del Consumidor Financiero negó su solicitud con sustento en que el SOAT se regula por normas especiales que desplazan a las generales, sin tener en cuenta aquel concepto. 
2. Considera lesionado su derecho al debido proceso y para su protección, solicita se ordene a la entidad accionada tener como prueba de la condición de compañera permanente las declaraciones extrajuicio aportadas con la reclamación y reconozca el pago de los valores asegurados en la mencionada póliza.  
A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 30 de julio se admitió la acción de amparo y se ordenaron las notificaciones de rigor.

2. El representante legal y judicial de La Previsora SA Compañía de Seguros, indicó que esa entidad no ha lesionado derecho alguno a la accionante, al solicitarle cumplir los requisitos del Decreto 056 de 2015, que señala los documentos que debe aportar para acreditar la condición de compañera permanente del causante. Además, dice, las controversias derivadas del contrato de seguro deben ser dirimidas por la justicia ordinaria, máxime que en este caso se pretende obtener un lucro económico, razón por la cual la tutela es improcedente. 
3. Se definió la primera instancia mediante fallo del 13 de agosto pasado en la que se decidió negar por improcedente el amparo.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, estimó el funcionario de primera sede que la acción de tutela no es el medio para solicitar se reconozca la calidad de compañera permanente y, por ende, el derecho a acceder a la indemnización del SOAT, ya que para ese efecto existen otros mecanismos de defensa, como las acciones ante la Superintendencia Financiera y los trámites civiles o comerciales, los que no se ha demostrado, resulten ineficaces para resolver la cuestión, pues se dejó de acreditar la ocurrencia de un perjuicio irremediable o que la demandante fuera un sujeto de especial protección.  
4. Inconforme con el fallo la accionante lo impugnó. Alegó que: a) el precedente de la Corte Constitucional ha reconocido la imposibilidad de crear una tarifa probatoria para acreditar la existencia de una unión marital de hecho y por tanto desconocer ese postulado genera una lesión al derecho al debido proceso, independientemente de que se pretenda el reconocimiento y pago de unas sumas de dinero; b) la Superintendencia Financiera, en concepto del 18 de diciembre de 2017, requirió a las compañías de seguros para que se abstuvieran de imponer esa tarifa legal; c) el Decreto 056 de 2015, expedido por el Ministerio de Salud y de la Protección Social, “es una norma de inferior jerarquía”, que desconoce no solo el debido proceso de los ciudadanos y la prevalencia de la Constitución Nacional, sino también el artículo 1077 del Código de Comercio, el que se ha debido aplicar si se hubieran interpretado de forma sistemática las normas que regulan el SOAT, que determina la libertad probatoria para demostrar el derecho a obtener esa clase de indemnizaciones; d) los otros medios de defensa judicial carecen de idoneidad, pues debería acudir a un proceso de familia para que se reconociera la unión marital de hecho, a pesar de que esta se encuentra acreditada con las declaraciones extrajuicio que se aportaron, trámite dispendioso en el que se puede llegar a invertir más del término con que cuenta para solicitar el pago de la póliza, que es de dos años desde la ocurrencia del siniestro. Además, el pago de ese amparo le permite soportar un poco la muerte de su compañero permanente, quien fue arroyado por un vehículo que no ha podido ser identificado y e) si bien la acción de amparo se dirigió contra La Previsora SA Compañía de Seguros, en la sentencia recurrida se hacer referencia  a la Fiduprevisora que es una entidad totalmente diferente a aquella. 

Solicita se revoque el fallo de primera instancia y se conceda la protección al derecho invocado.

C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela frente a la determinación de La Previsora SA de exigir a la demandante acreditar, con pruebas documentales específicas, su calidad de compañera permanente para obtener la indemnización del seguro obligatorio de accidentes de tránsito por la muerte del señor Jhon Steven Valencia Ospina. De serlo, se establecerá si con esa decisión se vulnera el derecho fundamental invocado.
3. Una de las características de la acción de tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros mecanismos judiciales, o cuando aun existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación, para evitar un perjuicio irremediable, de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991.
De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la acción de tutela no procede para resolver controversias surgidas con ocasión de los contratos de seguro, ante la existencia de otros mecanismos de defensa judicial previstos en el ordenamiento jurídico y a los que debe acudir el afectado para lograrlo. Al respecto ha dicho esa Corporación
:

“3. Requisitos de procedibilidad de la acción de tutela para la reclamación de prestaciones económicas originadas en el seguro de vida de deudores.
31. La acción de tutela es un mecanismo de defensa judicial que permite la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales de una persona, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o incluso, en ciertos casos, de los particulares. En los términos del artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela procederá siempre que la persona no disponga de otro medio de defensa judicial para amparar su derecho, o cuando aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
 
32. Es importante tener en cuenta que la protección de los derechos constitucionales no es un asunto que haya sido reservado exclusivamente a la acción de tutela
. En la medida en que la Constitución de 1991 impone a las autoridades de la República la obligación de proteger a todas las personas en sus derechos y libertades (C.P. art. 2°), se debe entender que los distintos mecanismos judiciales de defensa previstos en la ley han sido establecidos para garantizar la vigencia de los derechos constitucionales, incluidos los de carácter fundamental. De ahí que la propia Constitución prevea a la tutela como un mecanismo de carácter subsidiario frente a los demás medios de defensa judicial, los cuales son entonces los instrumentos preferentes a los que deben acudir las personas para lograr la protección de sus derechos.
 
33. Como excepción a la regla general anteriormente señalada, esta Corte
 ha indicado que la acción de tutela resulta procedente si (i) el juez constitucional logra determinar que los mecanismos ordinarios de defensa no son idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; o (ii) es necesario otorgar el amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. En este último caso, esa comprobación, da lugar a que la acción proceda en forma provisional, hasta tanto la jurisdicción competente resuelva el litigio de manera definitiva
.”
 
4. Las pruebas allegadas al expediente acreditan los siguientes hechos: 
4.1 En respuesta a la reclamación elevada por la accionante para obtener la indemnización por muerte y gastos funerarios, con ocasión al accidente de tránsito que produjo la muerte del señor Jhon Steven Valencia Ospina, La Previsora S.A. Compañía de Seguros, mediante oficio del 20 de abril de este año, le informó que para poder acceder a esa cobertura debería acreditar, entre otras cosas, su vínculo con el causante con copia del registro civil de matrimonio, cuando sea el cónyuge quien realice la reclamación, o con acta de conciliación extraprocesal o escritura pública, en el caso de compañero(a) permanente, en la que se haya expresado la  voluntad de formar una unión marital de hecho o sentencia judicial en la que se declare la unión marital de hecho
.  
4.2 En escrito presentado el 2 de mayo siguiente, la accionante le solicitó a esa entidad tener como prueba de la calidad de compañera permanente las declaraciones extrajuicio que allegó, con sustento en que de conformidad con el concepto del 18 de diciembre de 2017, expedido por la Superintendencia Financiera, existe plena libertad probatoria para demostrar tal condición, con el fin de reclamar la indemnización del seguro obligatorio de accidentes de tránsito
.

4.3 Por oficio del 22 del citado mes, la accionada indicó que si bien el Decreto 056 de 2015 permite a los compañeros permanentes ejercer el derecho de reclamación ante las aseguradoras que expiden el SOAT, es necesario que se demuestre  esa calidad con los documentos señalados en el artículo 28 numeral 11 (sic) de tal decreto, a los que ya se hizo referencia
.  
5. Surge de las anteriores pruebas que en este caso existe un debate  sobre la aplicación normativa que regula lo relacionado con los medios de prueba necesarios para demostrar la unión marital de hecho, a efecto de obtener el pago de la indemnización derivada del citado contrato de seguro. 
En estas condiciones no es la acción de tutela el medio para dirimir esa clase de controversia pues ello compete al juez ordinario, al que se debe acudir por intermedio del correspondiente proceso verbal.

Asumir que en este caso procede la tutela, sería desconocer su característica ya enunciada de constituir un instrumento jurídico de  naturaleza subsidiaria, para convertirse en uno de protección alternativo o principal.
Y si bien la actora alega que los medios ordinarios carecen de eficacia para proteger sus derechos pues, según dice, mientras se decide el proceso de declaración de la unión marital de hecho puede llegar a vencer el término con que cuenta para reclamar la mencionada indemnización, basta recordar que lo que ella pretende por este medio es que la compañía de seguros aplique un concepto de la Superintendencia Financiera relacionada con la libertad probatoria para demostrar su calidad de compañera permanente del causante y no que se produzca un pronunciamiento judicial que reconozca esa unión marital de hecho. A ello cabe agregar que la presentación de la demanda contra la compañía de seguros interrumpiría el término de prescripción de darse las condiciones del artículo 94 del Código General del Proceso.  
6. De otro lado, no se está frente a un perjuicio irremediable que justifique conceder la tutela de manera provisional. En efecto, no cualquier perjuicio puede ser considerado como irremediable; solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas de protección urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que puede resultar irreversible.

Al respecto ha enseñado la Corte Constitucional
: 

“13. Posteriormente, la Sentencia T-007 de 2010, volvió a pronunciarse sobre las peculiaridades que un perjuicio que alguien alegue haber padecido debe tener para ser considerado por esta Corporación como irremediable, remitiéndose a lo que en dicho fallo se identifica como una línea jurisprudencial que viene de la Sentencia T-043 de 2007, exponiendo que:

“En lo relativo a los requisitos para la acreditación de la inminencia de perjuicio irremediable, también existe una doctrina constitucional consolidada, la cual prevé que para que resulte comprobado este requisito debe acreditarse en el caso concreto que (i) se esté ante un perjuicio inminente o próximo o suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable (…) la evaluación de los requisitos anteriores en el caso concreto no corresponde a un simple escrutinio fáctico, sino que debe tener en cuenta las circunstancias particulares del interesado (...) Especialmente, deberá analizarse si el afectado pertenece a alguna de las categorías sujetas a la especial protección del Estado. (…) tratándose de sujetos de especial protección, el concepto de perjuicio irremediable debe ser interpretado en forma mucho más amplia (…) es necesario atender las particularidades de la persona individualmente considerada, esto es, en el caso concreto”.

En este caso no surge la evidencia de una amenaza que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras la jurisdicción ordinaria se pronuncia al respecto, porque ningún hecho se relató en la demanda que permita deducir circunstancia como esa.
7. Frente al reproche de la accionante relacionado con que en la sentencia de primera instancia se hizo referencia a una entidad diferente a la demandada, no hace falta emitir pronunciamiento de fondo alguno ya que la acción se tramitó adecuadamente contra La Previsora SA Compañía de Seguros y aquella mención no está contenida en la parte resolutiva del fallo y por tanto no es necesario proceder a su aclaración. 
8. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se modificará para declarar improcedente el amparo, ya que en este caso no se superaron los requisitos de procedibilidad, y por tanto no se podía negar por improcedente tal como lo declaró el juzgado de primera instancia.

Por lo expuesto, la Sala No. 1 de Asuntos Penales Para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 13 de agosto último, en la acción de tutela instaurada por la señora Claudia Marcela Trejos Rojas contra La Previsora SA Compañía de Seguros, MODIFICÁNDOLA para declarar improcedente el amparo.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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